Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 40 minutos) 


Continúa la consideración del proyecto de ley relativo a la Agencia Nacional de Investigación 
e Innovación. 


De acuerdo con las consultas que se han realizado, y sin perjuicio de las que eventualmente 
puedan procesarse en los días subsiguientes, puedo informar que el Claustro de la Universidad ya se 
ha expedido y que el martes hará lo propio el Consejo Directivo Central. De todos modos, considero 
que hasta tanto no se nos hagan llegar esas opiniones u otras que puedan solicitarse, deberíamos 
tratar de avanzar en la consideración del proyecto de ley, porque los tiempos parlamentarios se van 
acortando. Si tenemos una iniciativa bastante avanzada y estructurada y surge alguna observación 
específica, la consideraremos especificamente. 


La propuesta que hice llegar a los señores Senadores introduce algunas modificaciones, 
varias de las cuales obedecen a cambios de redacción. Por ejemplo, en el artículo 1? propongo agregar 
la expresión “de Promoción”, con lo cual pasaría a denominarse: “Agencia Nacional de Promoción de la 
Investigación y la Innovación”. Nos pareció que eso reflejaba mucho más el espíritu que se tenía y 
despejaba algunos equívocos, en el sentido de que había sido interpretado por algunos sectores del 
área académica y por otros preocupados por la ciencia y la tecnología como que tenía muchas más 
funciones que las que realmente se le querían otorgar. Se busca hacer la promoción a través de 
nuevos financiamientos, de algunos programas, de la investigación y de la innovación. 


En principio, el planteo que recibimos del grupo operativo del Gabinete refería a una Agencia 
de la Innovación, exclusivamente; luego se amplió a la investigación y pareció que exorbitaba un poco 
las competencias. En definitiva, esto expresa mejor el espíritu del Poder Ejecutivo y de algunos de 
nosotros. 


Por su parte, el texto del artículo 2% se modifica en esa línea. 
SEÑOR CID.- Propongo ir tratando artículo por artículo, a fin de votarlos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo, señor Senador. No obstante, debemos dejar claro que la votación 
se haría en carácter de avance. 


SEÑOR LONG.- Antes de pasar a votar la propuesta que elaboró el señor Presidente -que ya recibí y 
analicé- quisiera hacer algún comentario de carácter general. 


En este tiempo -tanto durante las sesiones como fuera de ellas- he recibido diversos 
documentos respecto a este tema. Uno de los más relevantes fue el de la propia Sociedad Uruguaya 
para el Progreso de la Ciencia y la Tecnología (SUPCYT), que fue planteado personalmente, además 
de otros documentos que nos hicieron llegar con una serie de consideraciones. La Universidad de la 
República también ha elaborado una propuesta e, incluso, hay una resolución de la Asamblea General 
del Claustro, de la semana pasada, en la cual se expide de manera importante sobre el tema. También 
podemos mencionar un documento del PEDECIBA referido a este punto. 


En ese sentido, he leído atentamente estos documentos y he tratado de reflexionar al 
respecto. A mi juicio, tienen razón en parte de su planteo. En pocas palabras, lo que estaría subyacente 
-como común denominador en los documentos mencionados y en otros- es que la elaboración de un 
plan estratégico nacional en materia de ciencia, tecnología e innovación y la definición de una forma 
determinada de articular los diversos actores en este campo, es un tema muy complejo, en el que 
resulta difícil encontrar puntos de acuerdo. Ocurriría lo mismo con una reformulación del CONICYT. 


Todos estos temas son muy complejos y, anteriormente, ha habido diversos intentos y 
proyectos sobre ellos. Entiendo que los señores Senadores Rubio y Cid han presentado proyectos en 
esa dirección Muchas veces se ha sintetizado como Sistema Nacional de Innovación o Sistema 
Nacional de Ciencia y Tecnología en una nueva formulación que intentaba superar los muchos 


problemas que tiene en la actualidad. Repito, se trata de un tema complejo, pero esa es una realidad y, 
francamente, entiendo la preocupación que tiene la Universidad y la SUPCYT. 


Por otro lado, también comprendo la inquietud que fundamentalmente ha planteado el señor 
Presidente -que supongo es compartida por otros colegas- en cuanto a que es necesario materializar 
algún avance en la materia. El tiempo va pasando y la idea de la creación de la Agencia original, tal 
como había sido pensada y formulada en el Presupuesto aprobado el año pasado, sin duda tenía una 
serie de elementos positivos que vale la pena apoyar. Entonces, me parece que estamos frente a un 
tema en el que tal vez tengamos que tomar alguna decisión, reorientándolo de una forma un poco 
distinta. 


Concretamente, en la resolución de la Asamblea General del Claustro del 8 de noviembre, se 
expresa: “Bregar porque la Ley sobre la Agencia Nacional de Innovación a ser elaborada en 
cumplimiento de la Ley Presupuestal N* 19.730, se restrinja a establecer la naturaleza jurídica de la 
Agencia, regular las bases de su funcionamiento orgánico y desarrollar sus cometidos en el marco de 
las disposiciones constitucionales aplicables”. Este es un criterio a tener en cuenta. 


Le había planteado al señor Senador Presidente, en forma menos precisa, pero como un 
concepto general, la posibilidad de separar lo que es la Agencia como un organismo destinado a captar 
recursos de organismos internacionales u otros que pueda captar dentro de lo que establezca la ley, y 
generar fondos concursales -lo que, sin duda, representa un avance importante porque, si bien en esta 
materia hay algo en nuestro país, es poco- a fin de llevar adelante aquellas políticas que el Poder 
Ejecutivo tenga necesidad de articular. Entonces, en otro momento -que, por supuesto, sería a 
continuación de este- se podría analizar en profundidad cuál sería exactamente la integración del 
CONICYT, cómo se elaboraría un plan estratégico en materia de ciencia, tecnología e innovación y 
quienes participarían en él, entre otros temas. En definitiva, habrá que ver cómo quedan articulados los 
distintos componentes del sistema, separando las dos cosas. Este es mi pensamiento en esta materia. 


Evidentemente, si se optara por ese camino, habría que recortar el proyecto en su versión 
original o en la modificación que propone el señor Senador Rubio; no obstante, éste mantendría la 
mayor parte de sus capítulos. En realidad, personalmente considero que sería el Capítulo VI que, 
básicamente, generaría grandes dificultades, pues en él se hace referencia al organismo consultivo; 
obviamente, allí entraría el CONICYT y uno podría preguntarse en qué posición quedaría este 
organismo o si acaso quedaría un tanto relegado. Pienso que ese aspecto podría quedar separado del 
análisis de lo que sería la Agencia, porque de esa manera se podría instrumentar esta última y darle su 
forma jurídica, objetivos, competencias, organización, funcionamiento, régimen financiero, contralor, 
etcétera, o sea, todo lo que abarca hasta el artículo 22, con algún otro cambio, según mi modestísima 
opinión. 


No quisiera ahora entrar en más detalles, pero sí me gustaría quedarme tranquilo sabiendo 
que se entiende el espíritu de lo que estoy tratando de proponer. Con total franqueza, de ninguna 
manera estoy tratando de dilatar o frenar este proyecto, por lo que si la mayoría de la Comisión 
considera oportuno llevarlo adelante, así lo hará, sin perjuicio de adelantar que mi voto no será 
favorable, obviamente; pero aquí está claro que el camino a seguir dependerá de lo que la Comisión 
considere más adecuado. 


Me parece importante señalar que, a mi modo de ver, una cosa es aprobar la creación de la 
Agencia -ese era el espíritu que había inicialmente con relación al tema- y otra es reordenar todo el 
sistema de ciencia y tecnología. Verdaderamente, esto último es muy importante pero, tal como todos 
dicen, se trata de algo que por su gran complejidad tomará mucho tiempo. Es lógico que todos quieran 
opinar al respecto, y lo entendemos perfectamente, porque en este país, con la historia y la tradición 
que hay en este sentido, no podemos suponer que, por ejemplo, la Universidad de la República vaya a 
aceptar simplemente que alguien le dé un rol y punto. Lo mismo ocurrirá con otras organizaciones, que 
querrán tener un rol y un protagonismo importante, lo que, reitero, entiendo perfectamente. 


Entonces, es obvio que todo ese proceso llevará su tiempo. Por eso mismo mi propuesta iba 
en el sentido de tratar de separar las dos cosas, en la medida en que ello se entienda posible en el 
seno de esta Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa comprende la inquietud manifestada por el señor Senador Long. 


Lo cierto es que hemos recibido un proyecto de ley en el que se ha trabajado mucho en el 
Poder Ejecutivo y que, ante todo, trata incorporar esta idea de la promoción e innovación en un 
concepto o un perfil de desarrollo del país donde los requerimientos en materia de innovación 
tecnológica serán muy importantes. Entonces, se procura que el ensamble entre lo que se hace en 
materia de investigación y la innovación incorporada a la actividad de las empresas públicas o privadas 
y también a la solución de problemas sociales, sea mucho más fuerte de lo que ha sido hasta el 
presente. 


La verdad es que en esta área hay problemas no resueltos, que se arrastran desde hace 
mucho tiempo; incluso, en sectores muy importantes existe un déficit, diría, o una atonía muy grande y, 
a la vez, una enorme demanda de recursos. 


Entonces, seguramente el perfeccionismo en este tema -por decirlo así- nos demande un 
tiempo tan prolongado, que quedemos fuera de la posibilidad de incorporar algunos recursos de 
manera más rápida, en los próximos meses; por eso, en todo caso, sobre la marcha -tal como lo 
manifestó la señora Senadora Topolansky en una anterior reunión- se podrán ir realizando los ajustes 
que se entiendan necesarios. 


Personalmente creo que de parte de la bancada de Gobierno hay apertura para que se pueda 
realizar modificaciones, incluso de tipo legal, si en el curso de esta experiencia se advierte la necesidad 
de hacerlas. 


Además, debemos tener presente que lo que estaríamos aprobando ahora tendría un 
carácter preliminar, ya que quedaría sujeto a los asesoramientos que hemos solicitado, y si aparecieran 
inquietudes fuertes en algunos sentidos, habría apertura para considerarlas. 


Quien conduce es el Gabinete de la Innovación y ésta sí que es una novedad que jerarquiza - 
a mi juicio, no se hizo nunca- todo lo que es la construcción en materia científica, tecnológica y de 
innovación. Esta es una novedad muy fuerte. Entonces, se puede discutir si el CONICYT está 
incorporado y la solución que encontré fue decir que esa es una discusión aparte. El Gabinete fue 
creado por decreto y la eventual incorporación de otros actores al Gabinete para la definición de los 
lineamientos, estrategias y prioridades en materia de ciencia, tecnología e innovación, es otra discusión 
que tendremos que hacer consultando al Poder Ejecutivo. 


Uno de los temas más discutidos durante años fue discernir si tenía que haber un Ministerio, 
una figura a nivel de la Secretaría de la Presidencia -de ese nivel o del de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto- o si tenía que tomarse otro camino. Este Gobierno entendió que era más conveniente la 
figura de los Gabinetes: el Gabinete Social, el Gabinete de la Innovación y el Gabinete Productivo, 
aunque en un caso creó un Ministerio específico para las políticas sociales. Entonces, una parte de la 
discusión es la conducción de las políticas. 


SEÑORA TOPOLANSKQY.- Creo que la existencia del Gabinete de la Innovación, por más que haya 
sido creado por decreto, es el primer cambio a registrar. Hasta ahora, ¿cuál es la dificultad que había 
en el Uruguay? El bendito archipiélago de la investigación que hemos descrito cuarenta veces Hay una 
cantidad de esfuerzos dispersos y tenemos la posibilidad de potenciarlos, pero para ello hay que 
organizar dicho archipiélago. La cabeza rectora debe estar en el Gabinete y, por tanto, entiendo que es 
él quien tiene que desarrollar el plan estratégico que, finalmente, tendrán los énfasis que esta 
Administración quiere establecer. 


Por supuesto que con esto se genera una nueva cultura respecto a cómo se van a distribuir 
los recursos y cómo se van a orientar las investigaciones, porque para cada proyecto de país hay 
énfasis diferentes. En nuestro país existe un divorcio entre la innovación y la industria y todos estamos 
de acuerdo en que hay que salvarlo para que los esfuerzos tengan un correlato social importante y no 
queden en meras teorías o en investigaciones que utilizan otros que se van del país y que son pérdidas 
de inteligencia. Por lo tanto, para que ese proceso funcione tiene que tener esa cabeza. 


Me pongo en los zapatos de la Universidad de la República y me doy cuenta por qué su 
autonomía la hace pensar siempre con una cabeza de planes propios. Creo que esto no lesiona en lo 
más mínimo esa autonomía porque estamos hablando de coordinar los esfuerzos. 


Por mi parte, no soy partidaria de dilatar este tema -casi diría que por una razón “de 
almacenero”- porque cuanto más tardemos en empezar con estos esfuerzos, más vamos a demorar en 
obtener resultados. Hay caminos nuevos que, de algún modo, en la práctica se tienen que ir puliendo. 


Es probable -y no lo descuento para nada- que una vez que esté en funcionamiento la 
Agencia, tenga la forma final que tenga, la misma realidad nos va a mostrar algunas modificaciones, 
agregados o aspectos a corregir, porque el tema es nuevo y no tenemos experiencia. Sin embargo, 
todo lo que demoremos en que este proyecto nazca, será tiempo perdido a futuro para lograr salvar 
algunos inconvenientes del país. 


Tengo anotaciones de todos los que me han venido a ver y teóricamente puedo entender un 
razonamiento de la SUPCYT. Metodológicamente se hace el plan y luego surgen los otros pasos; eso 
lo puedo entender perfectamente; lo que sucede es que tengo cierto temor en que los seis meses se 
conviertan en un año y la Agencia quede muerta. 


Expresamente establecimos un mandato presupuestal, como forma de obligarnos 
colectivamente a materializar este proyecto, pero eso no significa que lo materialicemos de cualquier 
manera. 


El último capítulo, que es al que se refería el señor Senador Long, entiendo que es el más 
polémico. En definitiva, propongo que trabajemos sobre el tema, y quizá así podamos encontrar una 
fórmula que cuente con el acuerdo de todos. 


Por mi parte, tengo algunas anotaciones o sugerencias que me han hecho llegar algunas 
personas que integran otros organismos, con respecto al CONICYT. Creo que estos asuntos hay que 
analizarlos punto por punto, aunque estoy convencida de que hasta que la Agencia no esté en 
funcionamiento y actuando directamente sobre la realidad, no podremos darnos cuenta de qué es lo 
que falta o cuál es el grado correcto de potestad que hay que otorgarle para realizar su trabajo. 


He oído que una de las críticas que se formulan a esta iniciativa tiene que ver con que el 
Gabinete no funciona como un Ministerio, lo cual es cierto, porque se trata de un Gabinete constituido 
por varios Ministerios más la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Quiero decir que precisamente 
eso es lo que se quiso: tener una mirada lo más compleja posible sobre todos los aspectos de la 
realidad que tienen que ver con la innovación. El Gabinete, ciertamente, quiere recoger todas las 
visiones posibles sobre la materia; de no actuar así, corremos el riesgo de quedarnos con un solo 
punto de vista, como por ejemplo el académico, el de la industria, el de la agricultura, el de la 
ganadería, el de la educación, etcétera, trabajando en forma parcial, cuando lo que se desea es tener 
una visión global. 


Podemos preguntarnos, por ejemplo, por qué se incluye al Ministerio de Economía y Finanzas 
en esta iniciativa. 


Creo que las acciones a llevar a cabo impactan directamente sobre la economía del país y se 
trata, en definitiva, de inversiones que darán su rédito con el correr del tiempo. 


Quizás equivocadamente, pero debo decir que sí estoy apurada con respecto al tratamiento 
del proyecto, porque me parece imprescindible que el tema avance lo más posible. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comprendo que en este ámbito podamos sostener dos criterios distintos, pero 
creo también que la mayoría de los miembros de la Comisión comparte la idea de que ahora es 
necesario avanzar más o menos en estos ejes, con flexibilidad para incorporar elementos que podrían 
resultar convincentes en otros sentidos. En realidad, tiene que haber una articulación entre la Agencia y 
el CONICYT, porque esto podría tener, incluso, problemas legales. El CONICYT tiene un conjunto de 
cometidos de acuerdo con el marco legal existente y, por otro lado, se está creando una Agencia, y al 
no hacer referencia a lo anterior, no se sabe cómo se ensambla una cosa con la otra. Podemos buscar 
la mejor manera. 


En el proyecto que redacté tomé la definición que venía como decreto de los miembros del 
CONICYT -porque existe la idea de ampliarlo- planteando, además, una propuesta más amplia y de 
menos peso de lo que puede ser el Estado en el propio CONICYT. No sé si ustedes vieron el artículo 
25 pero, de todas maneras, después lo podemos analizar. 


Hay un problema general de enfoque, pero realmente estamos bastante urgidos por hacer 
caminar este tema. 


SEÑOR LONG..- Sin ánimo de dilatar la consideración del tema, quisiera dejar clara nuestra posición. 


Voy a referirme a algunos comentarios que hizo la señora Senadora Topolansky. Es verdad 
que el Uruguay tiene una especie de archipiélago de organizaciones en el campo de la ciencia y la 
tecnología, pero esa es, normalmente, la estructura que tiene en el mundo. Incluso, no son tantas 
organizaciones, porque las que realmente pesan en volumen, en historia y en experiencia en el 
tratamiento de los temas, son relativamente pocas. Ojalá fueran más, porque hay muchas áreas que no 
están cubiertas por ninguna organización que las esté estudiando. Podríamos nombrar varios campos 
muy importantes para el país en los que hoy no hay quien los esté trabajando en profundidad. 


El gran problema es cómo logramos articular todas esas organizaciones a través de una 
política de Estado, perdurable en el tiempo, y no simplemente representativa de la voluntad de un 
determinado Poder Ejecutivo. No es fácil lograr esas articulaciones, y en el Uruguay ha sido 
particularmente difícil. Por ejemplo, cuando se habla de definiciones de un plan estratégico nacional - 
de lo que sea: de energía, para el desarrollo de un determinado sector productivo, o de ciencia y 
tecnología- pienso en una política de Estado, en algo que tiene que durar en el tiempo, y cuando 
hablamos de generar cosas que sean trascendentes y que duren en el tiempo, todos los que tienen 
algo que ver con el tema quieren opinar. 


Me parece que es muy legítimo que organizaciones como la Universidad, la SUPCYT, el 
PEDECIBA, el LATU, el INIA o el Instituto Clemente Estable, den su opinión. 


La señora Senadora Topolansky expresó que esto inauguraría una nueva cultura; creo que 
podríamos decirlo si lográramos que todas estas organizaciones -como así también otras que se creen 
en el futuro- fueran capaces de trabajar armónicamente dentro de un plan nacional. Eso realmente 
sería un cambio cultural, y no lo que aquí se propone -por lo menos a mi juicio- que es la creación de 
una Agencia con cinco representantes del Poder Ejecutivo, vinculada además con el CONICYT, 
también integrado por personas designadas por el Gabinete Ministerial, o sea, pertenecientes al Poder 
Ejecutivo. 


En definitiva, entiendo esto desde la óptica de quien le toca gobernar, que se pregunta cómo 
armonizar todo. Pero, a mi juicio, eso no va a lograr los efectos deseados; se va a establecer con 
claridad qué es lo que el Poder Ejecutivo aspira, pero no se va a dar el cambio cultural que la señora 
Senadora y, seguramente -porque los conozco muy bien- todos los miembros de la Comisión 
desearían, es decir, lograr que todos jueguen en el mismo equipo y con una estrategia común. 


Lo que se está logrando hoy en día, con el texto actual, es que el centro de poder quede - 
más allá de algunas consultas- estrictamente en manos de los representantes del Poder Ejecutivo. Es 
cierto que eso puede significar un avance ya que algunos Poderes Ejecutivos ni siquiera han tenido 
una definición clara de sus aspiraciones en este campo. En este caso tendríamos una definición clara 
de cuál es la aspiración del Poder Ejecutivo, pero al querer imponerlo -aunque no sea el espíritu, pero 
es lo que va a suceder en los hechos- a todo el resto del sistema, no vamos a obtener el cambio 
cultural. Es más, cuando cambie el Poder Ejecutivo -porque es lo lógico y normal en la alternancia en el 
poder- vendrá otro que dará otra orientación. Entonces, el tema del cambio cultural, con una política de 
Estado o con una estrategia común, no llega. 


Asu vez, entiendo que existe urgencia, y por eso propongo dejar esto simplemente como una 
Agencia -que es una forma que existe en muchos lados- que capte recursos y establezca determinadas 
condiciones para acceder a fondos concursales. De esta forma, se estarían instrumentando políticas, 
porque si se dice, por ejemplo, que en los fondos concursales le vamos a dar prioridad al software, a la 
logística, al cultivo de determinada área agrícola o a nuevas energías, se estaría estableciendo una 
política. Esa sí es una acción muy propia de un determinado Poder Ejecutivo y nadie se podría sentir 


agraviado por no ser consultado. Es algo que el Poder Ejecutivo entendió que debía poner sobre la 
mesa y aquellos que se sientan vinculados a ella, participarán. 


Aeso apuntaba mi sugerencia y reitero que lo hago sin el ánimo de dilatar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso quiere decir que, por ejemplo, se eliminarían las referencias al plan 
estratégico. Personalmente, comparto la idea de que haya un plan estratégico. 


Una política de Estado puede definir el relieve de un área o de una política y algunos 
principios generales, como se hace en política internacional, en que se define la autodeterminación de 
los pueblos, la solución pacífica de los pueblos, etcétera, pero cada Gobierno, sobre la base de la 
elección ciudadana, pone determinado énfasis en unas direcciones o en otras. Creo que lo mismo cabe 
en este sentido; es decir, el plan estratégico puede incluir lineamientos generales pero un Gobierno 
puede estimar que, por ejemplo, la gravitación que se le da a las investigaciones y a las innovaciones 
en el área energética ha sido muy escasa en el Período anterior y, por tanto, decide ajustarlo. De lo 
contrario, los Gobiernos y los ciudadanos no tendrían, prácticamente, incidencia en la modulación de 
los planes. 


Si los planes son muy rígidos o realizados por otros actores, en realidad, se llega a una 
política de Estado que es impracticable. Lo que sí debe incluir la política de Estado es la jerarquización 
del área y algunos lineamientos vertebrales, que después se irán ajustando según los recursos, los 
problemas que aparezcan y las prioridades que tengan los distintos Gobiernos. Aquí hay una referencia 
que la incorporé en el artículo 2% y, por una cuestión de lógica, cambié el orden de los artículos 2* y 3". 
Los señores Senadores advertirán que el artículo 24 se refiere al Plan Estratégico Nacional en Ciencia, 
Tecnología e Innovación (PENCTI) elaborado por dicho Gabinete. En realidad, la referencia a lo más 
global y a más largo plazo es al Plan Estratégico y, por lo tanto, incorporé en el artículo 2” actual -se 
modificó el orden, tal como expresé recién, o sea, que el artículo 2% pasó a ser 3%, y viceversa- lo 
siguiente: “El Poder Ejecutivo, a través del Gabinete Ministerial de la Innovación, elaborará el Plan 
Estratégico Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación”. Esta incorporación que hice, en realidad, ya 
figuraba en el artículo 24. Luego seguiría expresando: “La Agencia actuará de acuerdo con los 
lineamientos político estratégicos y las prioridades A) y B), establecidas por el Gabinete Ministerial de 
la Innovación, presidido por el Ministerio de Educación y Cultura, y se comunicará con el Poder 
Ejecutivo a través de este Ministerio”. Reitero que todo esto ya figuraba y, simplemente se reordenó. 


Si no hacemos referencia al Plan Estratégico, me parece que esto quedaría -por decirlo de 
algún modo- un poco rengo. ¿Quién define dicho Plan? No sé si se puede sustituir la palabra 
“elaborará” por “definirá”. Se consulta y, tanto la Agencia como el CONICYT tienen iniciativas que, por 
la composición que estamos proponiendo, son diversas. Estamos sugiriendo que se amplié la 
integración del CONICYT porque la diversidad de actores refleja la de la sociedad y, por ende, estaría 
incluida toda la comunidad académica. 


Si, por ejemplo, los miembros serán siete, supongo que por el área académica, va a poder 
estar presente el Instituto Clemente Estable y hay un margen suficientemente amplio para que esté la 
Universidad de la República, las universidades privadas y, también, el Estado representado por uno de 
los Ministerios. 


Nosotros seguimos la lógica que ya tenía el proyecto que establecía que el Poder Ejecutivo, 
a través del Gabinete Ministerial de la Innovación definirá -no creo que sea adecuada la expresión 
“elaborará”, tal como figura en el proyecto- el Plan Estratégico Nacional, PENCTI. 


Después continuaría diciendo que la Agencia -en ese marco- actuará de acuerdo con los 
lineamientos que le dé el Poder Ejecutivo en materia de orientaciones político estratégicas y las 
prioridades establecidas por el Gabinete. 


Queda claro que la Agencia tiene que tener una orientación en cuanto a lo que va a hacer; de 
lo contrario, el Gabinete quedaría sin asunto, es decir, aprobaría un documento sobre el Plan 
Estratégico pero no daría lineamientos. En realidad, con nuestra propuesta tratamos de mantener la 
idea de que haya un ámbito muy amplio de expresión de la sociedad, académico, del Poder Ejecutivo, 
de Gobiernos Departamentales, del PIT-CNT, de otras entidades y de las empresas, que es el 
CONICYT, que tiene iniciativas y propuestas -incluso, forma parte del directorio de la propia 
Agencia- para la elaboración del Plan Estratégico que terminará siendo aprobado por el Gabinete 


cuando esté maduro. Esto es lo que se expresa en el artículo 2% que proponemos. Ahora bien, si 
dejamos afuera el Plan Estratégico y el CONICYT, me parece que se van a dar conflictos en áreas de 
competencia que van a hacer mucho más complicado todo esto. 


SEÑOR CID.- Sin duda que todo proceso de cambio genera dificultades. También está claro que la 
necesidad de contar con un Gabinete Ministerial de Innovación responde a las primeras medidas del 
Gobierno actual, lo cual está basado en prioridades estratégicas y en la comprensión de la necesidad 
de que la innovación tiene que formar parte del proceso productivo. 


El presente no es un tema nuevo ni original; hubo participación de muchos de los actores que 
se han expresado pidiendo tiempo, que han solicitado la posibilidad de opinar en el Plan Estratégico o 
reclamado más posibilidades de actuar en la toma de decisiones. Repito que este no es un tema en el 
que no hayan participado esos grupos en la discusión; tan es así que tuvimos la comparencia del 
doctor Barbeito -Presidente del CONICYT- que avaló, en términos generales, lo que aquí estaba 
contenido. 


Dado que se conformó el Gabinete de Innovación, este Gobierno tiene la obligación de dar los 
instrumentos para que se pueda promocionar lo que entiende como necesidades del país y eso es, 
precisamente, el Plan Estratégico, es decir, cuáles son las prioridades que el país se marcó. Vuelvo a 
decir que este es el primer Gobierno nacional -desde que yo tengo conocimiento- que pone este tema 
sobre el tapete. 


Además, con esto se duda que esta Agencia, que va a articular y a coordinar, se cierre nada 
menos que a las opiniones de la Universidad y de otros organismos que tienen representación estatal. 
Precisamente, el literal B) del artículo 3% establece: “Promover la articulación y coordinación de las 
acciones de los actores públicos y privados involucrados”. Quiere decir que ratifica en un sentido 
amplio. 


Tal como decía la señora Senadora Topolansky, creo que si bien podemos equivocarnos, hay 
que echar a andar todo esto y no diferirlo; la propuesta de postergar este tema durante seis meses, me 
parece que es un despropósito. Estamos casi a la mitad del Período de Gobierno y este tema se marcó 
como prioridad para el país. Por lo tanto, tenemos que impulsarlo y estar alerta para hacer las 
correcciones que surjan de la aplicación práctica del proyecto. En consecuencia, si bien son de recibo 
algunos comentarios que ha hecho el señor Senador Long, estaría dispuesto a seguir avanzando en el 
tratamiento del proyecto, a efectos de dar el instrumento que el Poder Ejecutivo entendió necesario 
para trabajar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hechas estas consideraciones iniciales, con puntos de vista distintos y en 
algunos aspectos complementarios, propondría avanzar en el estudio del articulado. 


En primer lugar, me gustaría conocer la opinión de los señores Senadores sobre las 
modificaciones propuestas. En realidad, como elemento sustantivo tenemos el cambio de nombre; lo 
demás es simplemente reordenar -en el caso del artículo 2"- lo que ya estaba en el otro proyecto. 
Tengo una duda, cuando dice que el Poder Ejecutivo a través del Gabinete “elaborará”; creo que 
tendría que decir “definirá el Plan Estratégico”, porque si decimos “elaborará”, se puede entender de 
distintas maneras. Creo que la elaboración es un proceso largo, en el que participan muchos actores, 
por lo que se puede interpretar en un sentido restrictivo. 


En el artículo 3", se hace énfasis en el carácter de la promoción de la articulación. Esto se da 
tanto en el literal B) “Promover la articulación y coordinación de las acciones de los actores públicos y 
privados” -tal como ha dicho el señor Senador Cid- como en el literal C) “Promover el desarrollo de 
mecanismos efectivos de evaluación y seguimientos de los programas y demás instrumentos de 
promoción en la materia”. Incluso, el texto del artículo se abrevió un poco porque era muy descriptivo. 
En cuanto a las competencias, son prácticamente las mismas; sólo se hace énfasis en la promoción. 


Creo que no hay grandes cambios, pero propondría que se viera con un poco más de 
detenimiento el artículo 6% que incorpora un sexto miembro, del CONICYT, directamente en el 
Directorio de la Agencia. En realidad, considero que este sería, junto con el nombre, el cambio más 
importante, porque permite una articulación directa y, a su vez, despeja malos entendidos. Al estar 
dentro del Directorio, la discusión se da en el lugar donde se toman las decisiones y permite un 
seguimiento que le va a dar otro ritmo al propio CONICYT, ya que su representante va a estar 


informando permanentemente, pidiendo opiniones y movilizando a todos los actores. Digo esto, 
porque los actores tienen muchas demandas, pero después -y sobre esto hay una experiencia bastante 
extendida en el Uruguay- a la hora de tomar decisiones, los tiempos se hacen infinitamente largos y 
eso no se compadece con las urgencias de la sociedad. 


En el artículo 8%, a texto expreso se dice: “La duración del mandato de los miembros del 
Directorio será de tres años, renovable una sola vez. Podrán ser sustituidos por el Poder Ejecutivo 
mediante resolución fundada. Los miembros salientes permanecerán en sus funciones hasta que 
asuman los nuevos miembros designados”. Esto estaba implícito, pero en realidad, el que dirige es el 
Gabinete y hay que prever qué sucede en caso de desencuentro entre el Ministro y su representante 
en la Agencia. Creo que en este sentido debe primar, dadas las características de ser una Agencia de 
promoción, la instancia del Poder Ejecutivo. 


Por parte de varios organismos se argumentó que debería existir un control externo y pienso 
que debería haberlo, pero respecto de la gestión de la Agencia, aunque está muy controlada. Está 
supeditada al Gabinete y controlada por el Tribunal de Cuentas, por la Auditoría General de la Nación y 
por el CONICYT, que va a ser el más interesado. De todas formas, en el artículo 16 establecimos, 
sobre contralor, que el Ministerio de Educación y Cultura podrá establecer mecanismos de evaluación 
externa de la gestión de la Agencia y, por ejemplo, podrá contratar una consultora nacional o 
internacional. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Respecto del control externo, cabe señalar una experiencia muy 
interesante que se ha dado en el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Allí, para seleccionar unos proyectos de investigación que hay que llevar adelante y a efectos 
de que no hubiera dudas a nivel nacional, se contrató lo que viene a ser el INIA argentino y el brasilero, 
que si bien conocían los proyectos, no a los agentes. De 160 proyectos, seleccionaros 120, 
considerados viables. Se ordenaron en orden de prelación, porque se contaba con financiación para 
los primeros 60 y debo decir que para ello no intervino ningún organismo nacional, fue todo externo al 
país para evitar cualquier inconveniente. 


Considero que la idea estuvo bien implementada, por lo que considero interesante ver 
posibilidades, ya que puede haber temas discutibles y una mirada externa, a veces permite obtener 
soluciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entiendo que la posición del señor Senador Long es distinta del enfoque 
global, pero por mi parte preguntaría si la mayoría de la Comisión estaría de acuerdo en los 
lineamientos generales -no en el detalle- de estas propuestas de modificación, sin perjuicio de que una 
vez que lleguen las consultas que la Comisión ha solicitado, se puedan analizar más en detalle, ya sea 
en una próxima reunión o en el propio Pleno. Aquí tenemos un problema de fechas que nos acucia, 
porque la bancada de Gobierno tiene la definición de que va a dedicar la mayor parte de su esfuerzo al 
tratamiento de la reforma tributaria e incluso va a proponer en el Senado que se suspendan las 
sesiones para que el tema sea considerado con mucha intensidad. Además, ha definido que la 
propuesta de reforma de la salud se trate en este período. Entonces, tenemos una cantidad muy 
grande de temas para considerar. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Por mi parte tenía una sugerencia que con esta nueva redacción del 
artículo 25 queda de algún modo contemplada, porque propone realizar una división en tercios entre 
las instituciones estatales, el ámbito académico y el ámbito social. En su momento me habían sugerido 
que se pudiera integrar alguien de ANEP y me habían planteado aumentar la representación del mundo 
de la producción, pero creo que esta redacción es más flexible. Naturalmente, cada uno, desde donde 
está parado, ve la necesidad de integrar de determinada manera, pero considero que esto da cierta 
flexibilidad para que el espectro de la integración sea más dúctil. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad recibimos las dos inquietudes. Había quienes planteaban que 
sería bueno que los miembros estuvieran especificados en la ley, pero la objeción que se planteó por 
parte de varios de los actores fue justamente que ese mecanismo era demasiado rígido, porque exigía 
una nueva ley para modificarlo. 


Creo que aquí hay una demostración de que el Poder Ejecutivo no tiene interés en tener la 
mayoría en todas partes, porque hoy la tiene y estamos proponiendo que el Estado sea un tercio; pero, 


al mismo tiempo se aumenta el número total de miembros para dar una mayor flexibilidad a todos. Por 
ejemplo, en representación del Estado pueden estar los Ministerios más directamente vinculados con el 
área científico-tecnológica, pero también podrían participar algunas empresas públicas -o el conjunto 
de las empresas públicas, que se reúnen en la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y tienen una 
sectorial- porque en algunas de ellas se maneja la mayor parte de la tecnología pública, como ANTEL. 


Y también podría participar el Congreso de Intendentes. Del área académico educativa 
podrían estar representadas las universidades, la pública y la privada, algún instituto de investigación, 
como es el “Clemente Estable”, y eventualmente podría incluirse a la ANEP, ya sea por la vía del 
Estado o por la vía académica; esto habría que evaluarlo. Es decir, siete miembros del sector privado y 
social que permitirían que estuviesen presentes las empresas correspondientes al área industrial, al 
agro, el PIT-CNT y alguna otra organización social. Pienso que es amplio. 


Este es el viejo esquema de tercios de Sábato que se aplica en buena parte del mundo. Es un camino 
intermedio entre fijar por ley y no decir nada. 


SEÑOR CID.- Me parece que esta propuesta queda un poco desbalanceada. Es decir, está bien la 
representación del Poder Ejecutivo y del ámbito académico-científico, pero creo que el sector 
productivo privado tendría que tener igualdad de consideración que los otros dos sectores, porque los 
ejecutores de la innovación tienen que ser, básicamente, del sector privado. Más allá de que el sector 
estatal juega un papel importante en el país como desarrollo científico y tecnológico, el sector privado 
es, justamente, hacia donde el Gabinete de la Innovación apunta, es decir, a potenciar lo privado para 
darle mayor valor agregado y mayor innovación. Honestamente, me parece que queda desbalanceada 
y diría que es un punto débil de la propuesta. Digo esto con total honestidad, más allá de que considero 
que el sector social tiene que estar presente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos dispuestos a realizar alguna modificación. En lugar de tercio 
podemos hablar, por ejemplo, de siete miembros y después decir que habrá tres miembros del área 
social. También podrían estar las empresas privadas con ese número de representantes, pero 
tendríamos que prever que también está el sistema cooperativo y otros actores como la propia 
organización sindical de trabajadores o las PYMES como tal. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Creo que es importante todo lo que tenga que ver con flexibilizar. Si en un 
organismo podemos hacer converger todas las miradas, es probable que no nos equivoquemos. 
Cuando alguien queda mirando desde afuera ya tenemos un problema. 


SEÑOR CID..- Sí, empieza a desconfiarse. 


Pregunto de dónde surge esto de los tres años. Digo esto porque nosotros llevamos dos 
años y recién estamos aprendiendo el oficio de gobernar. Lo mismo le va a pasar a los integrantes de 
cualquier organismo. 


A los tres años, recién se logra redondear una estrategia o una visión global del tema y 
precisamente ahí los hacemos cesar, más allá de que pueden ser renovables por única vez. Creo que 
es un error que diga, a texto expreso, que es por única vez, porque si hay una persona que se ha 
destacado en forma notoria, no entiendo por qué la voy a renovar por única vez. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, en el artículo 8” se fija el mismo criterio de tres años para los 
miembros del Directorio. A mí también me parece un período muy acotado. 


SEÑOR CID.- Comparto las observaciones y los agregados que se han hecho y estaría en condiciones 
de acompañar, con algunos cambios, la propuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En ese caso, recogiendo la propuesta del señor Senador Cid, en el artículo 
25, en lugar de “un tercio”, podríamos hablar de “24 miembros designados por el Gabinete Ministerial 
de la Innovación, de acuerdo a la representación definida por decreto que dictará el Poder Ejecutivo 
dentro de los 60 días de aprobada la presente ley”, que era el acuerdo que venía. Asimismo, 
dejaríamos establecido que siete de sus miembros deberán ser representantes de instituciones 
estatales -en definitiva, seguiríiamos ese esquema- y lo mismo para el ámbito académico-científico y 
para las organizaciones representativas del sector privado; asimismo, habría tres miembros del área 


social. Creo que si aumentamos su integración, podríamos convertirlo en un organismo muy pesado. A 
su vez, pensaríamos lo relativo al plazo, en ambos casos, y lo consideraríamos en otra sesión. 


Por otra parte, recuerdo a los integrantes de la Comisión que debemos escuchar a la 
Universidad de la República que, como mencioné al comienzo de la sesión, emitirá un pronunciamiento 
en el día de mañana, dado que ya se expidió la Asamblea General del Claustro. Este documento sería 
aprobado con las eventuales modificaciones que pueda sufrir a nivel del Consejo Directivo Central. Al 
respecto, consulto a los demás miembros de la Comisión si no podríamos manejarnos con cierta 
flexibilidad a fin de concretar esa visita, salvo que se acuerde una sesión extraordinaria del Senado 
para la semana que viene, en la cual podamos incluir el tratamiento de este proyecto de ley; en ese 
caso podríamos recibirlos el próximo lunes. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 43 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


